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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1402/2017-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE SAN LUIS POTOSI.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a  diecinueve de enero de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 1402/2017-3, promovido por **********contra actos del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de ocho de agosto de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda al Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de San Luis Potosí, por la nulidad  del siguiente acto:“…“El crédito fiscal número ********** contenido en el requerimiento **********, de fecha **********..."; quien manifiesta que, le fue notificada dicha resolución el diecinueve de julio de dos mil diecisiete..-así mismo en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.-Mediante proveído de dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete, se tuvo por contestando a la autoridad demandada, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que ampliara su escrito inicial de demanda y manifieste lo que a su derecho corresponda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes…- Por auto de fecha dieciocho de octubre de dos mil diecisiete, se tiene a la pare actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la ampliación de demanda y manifestará lo que a su derecho convenga, ofreciera y exhibiera las pruebas que estime convenientes y expresara los hechos con los que ésta se encuentre relacionada; apercibida que en caso de no hacerlo, este Tribunal de oficio declarará la preclusión del derecho correspondiente y se tendrá a la demandada por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario..- Por auto de fecha veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda  se ordenó correr  traslado con la misma a la parte actora, y se fijó fecha y hora para la audiencia final  la cual tuvo verificativo el catorce de diciembre de dos mil diecisiete, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de ofrecidas por las partes; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potos, con la presentación del Crédito Fiscal  de Multas que constituye el acto impugnado, visible en  fojas 6  y 7 de este sumario.
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y en representación de la demandada, quedo acreditada a través del nombramiento expedido a su favor que obra a foja 60 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la Determinación del Crédito Fiscal  de Multas por Infracciones ********** de fecha **********, derivado del requerimiento número**********, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, visible en  fojas 6 y 7 de este sumario, que constituye el acto impugnado, acto fiscal que determina la litis de la presente controversia, el cual fue exhibido por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Del escrito de ampliación de demanda, lo constituye el citatorio y la notificación del Requerimiento de obligaciones omitidas número**********, de fechas siete de noviembre de dos mil dieciséis  y del ocho de noviembre de dos mil dieciséis, visibles en fojas 62 a la  65 de este sumario, en el cual requieren a la parte actora, por el cumplimiento de las obligaciones omitidas de las Declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP), que es el origen del crédito impugnado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 12 a la 59 de este sumario, hizo valer la  excepción de Falta de Acción y Carencia de Derecho, que funda en que la parte actora, no le asiste el derecho a las pretensiones que plantea en su escrito de demanda, toda vez que  en sus agravios no tiene razón, ya que el crédito  fiscal impugnado, se determinó en forma adecuada al haber llevado el contribuyente sus declaraciones de pago de manera extemporánea. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Por otra parte  se tiene que la autoridad demandada, en su escrito de contestación de ampliación de demanda que obra en fojas 86 a la 128 de este sumario, no opuso excepciones y defensas, señalando que la notificación de que se duele la parte actora cumplió con lo artículo 73 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, las cuales son afirmaciones que constituyen materia del fondo del asunto, y por tanto deben ser analizadas al resolver esta controversia. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 2 a la 4 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 76 a la 82, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Del análisis de los conceptos de impugnación vertidos por el actor, esta Sala unitaria determina que por cuestión de método, es primordial resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto reclamado, misma que es controvertida por el accionante en su demanda en concepto de impugnación primero inciso “C”, presupuesto procesal que debe analizarse antes del estudio de fondo del asunto.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“…C).- la resolución recurrida trasgrede en perjuicio del suscrito  (…).”

Lo anterior en razón de que  el Director  Genera(sic) de Ingresos de la secretaria de Finanzas supuestamente del  gobierno del Estado de San Luis Potosí; no fundó debidamente  su competencia por razón de grado  en el acto impugnado…”

Concepto de impugnación que resulta  infundado.
En primer término, se debe de señalar que el acto  impugnado lo es, la Determinación del Crédito Fiscal  de Multas por Infracciones ********** emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que obra en fojas 6 y 7 del expediente en el que se actúa, mismo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En dicho documento se desprende que la autoridad demandada señala en cuanto a su competencia lo siguiente:

“En consecuencia se le impone(n) la(s) multa (s) señalada(s), con fundamento en los artículos 2,9, 12, 47 fracción II y III, 48, 73,78, 142, 143 y 144 del Código Fiscal del Estado del San Luis Potosí vigente; 41 fracción I del Código Fiscal de la Federación en vigor; artículos 3 fracción I inciso a), 33 fracciones V, VII, XII y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor; artículos 1°, 3° fracción II y último párrafo, 14 fracciones X, XI, XII, XVI y XXXII del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; publicado en la edición extraordinaria del Periódico Oficial de dicha entidad el 07 de  mayo de 2006, modificado mediante Decretos publicados en las ediciones extraordinarias del mismo Órgano Oficial de Difusión, los días 17 de junio de 2006, 16 de julio 2011 y 19 de enero de 2016.”
De lo anteriormente transcrito se aprecian las disposiciones legales que señala la autoridad demandada para fundar su competencia, resultando conveniente la transcripción de las que resultan aplicables:

CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

…

II. El Secretario de Finanzas; 

III. El Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas,

…”

“ARTICULO 48.- Por lo que respecta a las facultades y a la competencia de las autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.”

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

…

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

…

VII. Ejercer las atribuciones derivadas de los convenios fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, con los Gobiernos Municipales y con los organismos públicos y privados;

…

XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;

…”

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS 

“Artículo 1º. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.”

“Artículo 3º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaria de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

…

II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la:

…”

“Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:

…

X. Vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales, así como de los convenios y acuerdos relacionados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal;

…

XI. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

XII. Ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación así como los dictámenes que formulen los contadores públicos, de los Estados Financieros de los contribuyentes, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; así como anular unilateralmente las órdenes y requerimientos emitidos, cuando proceda legalmente;

…

XVI. Imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria;“

En primer término se debe de señalar que las disposiciones legales que señala la autoridad demandada para fundamentar su competencia, son las consistentes en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, y el Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, las cuales son aplicables únicamente dentro del Estado de San Luis Potosí.
El Código Fiscal del Estado señala que son autoridades fiscales entre otros, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, quien atenderá sus facultades y competencia además de las disposiciones del Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre, así como a todas las leyes, reglamentos convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.
Ahora bien la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, establece que a la Secretaria de Finanzas le corresponde entre otras el de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; ejercer las atribuciones derivadas de los convenios fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, con los Gobiernos Municipales y con los Organismos Públicos y Privados; y el vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo vigentes en el Estado.
En el Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, establece que para el despacho de los asuntos de su competencia la Secretaria de Finanzas contara con la Dirección General de Ingresos, quien atenderá el despacho de diversos asuntos, en los cuales se encuentran el de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federal; ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales tanto estatales y federales; ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación; e imponer sanciones por incumplimiento a las disposiciones fiscales.
De lo anterior se puede concluir que la Secretaria de Finanzas, tiene el carácter de autoridad fiscal, teniendo como atribución la recaudación de los impuestos, derechos contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, siendo parte de ella también como autoridad Fiscal el Director General de Ingresos, quien puede determinar y suscribir los créditos fiscales sobre contribuciones a los contribuyentes e imponer sanciones por  incumplimiento a las disposiciones fiscales, estando entre estas el Impuesto sobre nómina, ya que  son objeto de este impuesto las erogaciones pagadas dentro del territorio del Estado.
En este sentido se tiene que el Director General de Ingresos puede actuar dentro del Estado, determinando contribuciones a los contribuyentes, por lo que es de considerarse que tiene competencia territorial para emitir el acto que en este juicio se impugna, misma que se encuentra establecida en las disposiciones legales que se señalan en el propio acto; así como para revisar la documentación o archivos que se encuentren en su poder, para poder a cabo dichas facultades.
Por último se debe de hacer mención que en la legislaciones fiscales que se aplicaron en el presente asunto, Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas,  Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, son aplicables únicamente dentro del Estado de San Luis Potosí y que en las mismas no existen una delimitación territorial en el que pueda actuar cada autoridad, sino por el contrario se habla de todo el territorio comprendido en el Estado, de ahí lo infundado del concepto que se analiza.
SEPTIMO.- En ese orden de ideas, previo al estudio de los demás conceptos de impugnación, esta Sala estima necesario precisar, que  a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos  procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, debiéndose precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.
Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos del PRIMERO  de los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito de ampliación de demanda,  el cual se hace valer en contra del citatorio de fecha **********, relativo a la notificación del  Requerimiento  de obligaciones omitidas número folio **********de fecha  **********  y en el cual la parte actora manifiesta que no se llevó conforme a los artículos 73 y 77 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que en el citatorio que objeta es ilegal  en razón de que tal como se advierte en el mismo, aparecen inconsistencias en la circunstanciación, entre otras cosas que se advierte  que el notificador manifiesta haberse cerciorado de haberse apersonado en un domicilio diverso al del actor,  pues redacto de tal forma como si se hubiera encontrado en una calle de nombre **********” lo cual a todas luces constituye una falta de circunstanciacion respecto del domicilio en el cual debió el notificador haber asentado que se encontraba, pues al faltar ese dato objetivo, no puede tenerse la certeza de que este se practicó en el domicilio del contribuyente, de que fue buscado él o su representante  legal y de que pueda conocer  o enterarse del requerimiento y así preparar su defensa.
Concepto de impugnación que resulta fundado.
Toda vez que se desprende de las constancias que integran el procedimiento de notificación del acto impugnado, que acompaño la autoridad demandada  en su escrito de contestación de demanda, que obran en fojas 62 a la 65 de este sumario, que tienen valor probatorio pleno en favor del actor en relación a lo inserto en ella, conforme lo dispuesto en el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia del Estado, en las que se encuentra la consistente en el citatorio de fecha **********, con la que se acredita como efectivamente como lo afirma el accionante, que se encuentra indebidamente notificado de la determinación del crédito fiscal impugnado. 

Es menester señalar que la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda y de ampliación de demanda refiere medularmente que, el procedimiento de notificación del requerimiento de obligaciones omitidas en cita, le fue legalmente notificado a la parte demandante, tal y como consta en el citatorio de fecha **********que adjunto como medio probatorio en su escrito de contestación de demanda, por lo que refiere que el contribuyente si fue notificado con las formalidades del Código Fiscal del Estado.

 A efecto de dilucidar  la legalidad de la notificación que se impugna, en primer término se debe de señalar que las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión del presente asunto se transcribe a continuación:
“ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

“…I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

“…II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

“…III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

“…IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

“…V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

“…VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

“…VII. Una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.”
Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (I) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (II)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (III) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (IV) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (V) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (VI) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (VII) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
En ese sentido se debe de advertir que de las reglas de notificaciones personales antes descritas, se desprende que se establece la obligación del notificador de acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente, lo cual no ocurrió en el asunto que nos ocupa.
En efecto del texto de la diligencia del citatorio de fecha **********, que obra en autos a fojas 63,  se advierte que el notificador dejó el citatorio respectivo en un domicilio distinto al señalado  como domicilio del contribuyente hoy parte actora, el cual manifestó que cercioró del mismo, señalando que el domicilio del contribuyente es el domicilio sitio en “**********, C.P 79000, **********, S.L.P.; lo cual resulta erróneo, a virtud de que el domicilio correcto del hoy accionante lo es  “**********., según se demuestra con el acta de notificación de fecha **********, que obra a fojas 64 y 65 de este sumario, lo que genera que se encuentre ilegal dicha actuación ya que los datos de la diligencia que hace constar deben demostrar plenamente que la notificación se llevó a cabo en el domicilio real del  contribuyente, para otorgar certeza jurídica al acto efectuado y los subsecuentes; pues resulta insuficiente que el diligenciarlo haya asentado en el citatorio de referencia en el apartado de los datos de identificación del contribuyente deudor, que el domicilio era “**********”, pues dicho dato no es coincidente con el que cita haberse cerciorado, lo cual genera incertidumbre en cuanto a domicilio en que se efectuó dicha diligencia y si este correspondía al contribuyente, pues al cerciorarse de forma equivocada de un domicilio que no correspondía al del contribuyente deudor, tal extremo no puede quedar plenamente acreditado y validado con las siguientes diligencias que se practiquen en el mismo lugar o bien el domicilio correcto del  interesado, lo que contraviene el artículo 73 fracción I del Código Fiscal del Estado.  

Partiendo de estos hechos, debe sostenerse que resulta ilegal el citatorio de fecha **********,  y el acta de notificación  celebrada el **********, relativo al Requerimiento de obligaciones omitidas número**********, ya que el notificador incumplió con las reglas de notificación prevista en el artículo 73 fracción I  del Código Fiscal del Estado, la cual  es una formalidad esencial del procedimiento de notificación fiscal, pues la claridad y precisión de que los contribuyente fueron debidamente notificados, conforme a los procedimientos establecidos para ello, atendiendo a la normatividad que los rige de los artículos 72 fracción I y 73 fracciones I, II y III del Código Fiscal del Estado, es indispensable para garantizar la seguridad jurídica y el debido proceso, lo cual en el caso que nos ocupa  no aconteció.

Motivo por el cual es de considerarse fundado el concepto de impugnación que hace valer la parte actora, ello en virtud de que se ha demostrado que en el acta de notificación  en comento, el notificador incumplió con las reglas de notificación prevista en el artículo 73 fracción I y III del Código Fiscal del Estado, ello es así, ya que dejo el  citatorio origen del procedimiento fiscal en un domicilio diverso al del hoy actor en su carácter de contribuyente. 

Sirve de sustento el criterio de la Época: Novena Época,  Registro: 16691, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Julio de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 82/2009, Página: 404, que dice:  

“NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE CON UN TERCERO.- Para cumplir con el requisito de circunstanciación, es necesario que el notificador asiente en el acta relativa datos que objetivamente permitan concluir que practicó la diligencia en el domicilio señalado, que buscó al contribuyente o a su representante y que ante la ausencia de éstos entendió la diligencia con dicho tercero, entendido éste como la persona que, por su vínculo con el contribuyente, ofrezca cierta garantía de que informará sobre el documento a su destinatario, para lo cual el notificador debe asegurarse de que ese tercero no está en el domicilio por circunstancias accidentales, quedando incluidas en ese concepto desde las personas que habitan en el domicilio (familiares o empleados domésticos) hasta las que habitual, temporal o permanentemente están allí (trabajadores o arrendatarios, por ejemplo). Además, si el tercero no proporciona su nombre, no se identifica, ni señala la razón por la cual está en el lugar o su relación con el interesado, el diligenciario deberá precisar las características del inmueble u oficina, que el tercero se encontraba en el interior, que éste abrió la puerta o que atiende la oficina u otros datos diversos que indubitablemente conlleven a la certeza de que se actúa en el lugar correcto y con una persona que dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora en que se practicará la diligencia de notificación respectiva.”

Conforme lo anterior,  debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en efectuar el procedimiento que establecen los artículos 72 fracción I,  73 fracciones I, II y III del Código Fiscal del Estado; siendo, que no logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados lisa y llanamente por la parte  Actora, lo que se traduce en que la demandada no  probó en este juicio que hubiera requerido a la parte actora antes de la Determinación  de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal número.********** de fecha **********, derivado del requerimiento número**********, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, visible en  fojas 6 y 7 de este sumario.
De ahí que al no encontrarse demostrado la legalidad de los requerimientos de obligaciones omitidas en comento, efectuado al actor, genera que resulte ilegal la Determinación de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal impugnado,  emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, a virtud de que se advierte que la autoridad demandada, no acreditó en este juicio, que el citatorio de fecha **********,  y el acta de notificación celebrada el acta de notificación de fecha **********se hubieran efectuados conforme a la normatividad en comento para que fuera legal en cuanto a su ejecución, lo que genera que se tenga por no efectuadas para obtener el cumplimiento del crédito fiscal correspondiente.
Lo que deviene a concluir que si dichos actos administrativos resultan ilegales, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también ilegales por su origen, como lo es; la Determinación de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal impugnada, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado,  por lo que en tal virtud los demás actos derivados de ese procedimiento, al ser accesorios del principal, ya que es un acto administrativo que resulta ilegal y viciado desde su  origen, por el ilegal acto que los generó, el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado En Materia Administrativa Del Primer Circuito, con No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Séptima Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”

En tal virtud a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria,  con fundamento en los artículos 94, 95 fracciones I y III, 96 y 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos reclamados consistentes en; el Citatorio de fecha **********, el Acta de Notificación de fecha **********, relativos al Requerimiento de obligaciones omitidas **********, y la Determinación  de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal número.********** de fecha **********, derivado del requerimiento **********, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado;  y por consecuencia la  NULIDAD  TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; preceptos 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249, 250 fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos  impugnados y, por consecuencia, se decreta su NULIDAD TOTAL, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando séptimo de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-

 "Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

